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Resumen 
La presente voz sobre ‘neoconstitucionalismo’ trata de ofrecer una mirada sintética acerca del 
origen, desarrollo y difusión de la doctrina neoconstitucionalista. El término 
neoconstitucionalismo es manifestación del giro interpretativo que surgió a finales del pasado 
siglo y que se desarrolló, por un lado, como una crítica teórica hacia posturas doctrinales de tipo 
‘positivista’ o ‘formalista’ y, por otro lado, como una doctrina filosófica enfocada hacia las 
potencialidades ofrecidas por el gran número de derechos y valores reconocidos en los textos 
constitucionales que se van produciendo desde la segunda posguerra. Asimismo, esta entrada, 
al subrayar los rasgos teóricos del neoconstitucionalismo, quiere dar cuenta brevemente de las 
razones y motivos detrás de su desarrollo, mostrando sus implicaciones teóricas, políticas y 
morales. 
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Abstract 
The word 'neoconstitutionalism' presented wants to offer a very synthetic information about 
the origin, development and dissemination of ‘neoconstitucionalist’ doctrine. As a part of the 
interpretative turn of the past and present century, the doctrine is developed, on the one 
hand, as a critique of doctrinal positions as the 'positivism' or 'formalism' and, on the other 
hand, as a reflective philosophical doctrine toward potentialities offered by the large number 
of rights and values recognized in the constitutional texts which are produced from the 
second postwar. The entry, emphasizing the theoretical features of neoconstitutionalism, 
wants to present briefly also the motives and the reasons behind its development, showing 
the theoretical, moral and political implications. 
 
Keywords 
Constitution, moral values, interpretation, principle, norms, hierarchy, rights, democracy. 
 

SUMARIO. 1. Introducción. 2. Origen del término. 3. Moral y derecho. 
4. La difusión del neoconstitucionalismo. 

mailto:susanna.pozzolo@unibs.it
http://dx.doi.org/10.20318/eunomia.2016.3284


SUSANNA POZZOLO                Neoconstitucionalismo 

 

.  

Nº. 11, octubre 2016 – marzo 2017, pp. 142-151. DOI: http://dx.doi.org/10.20318/eunomia.2016.3284 

143 
 

El término “neoconstitucionalismo” ha adquirido una complejidad significativa, ya sea 
como vehículo de significados en sentido estricto, ya sea por los elementos teóricos 
que lo componen (o descomponen) y que reflejan su función política como doctrina 
(debido a que, por ejemplo, la elección de interpretar las normas como reglas o 
como principios cambia el equilibrio entre los poderes estatales y sus 
competencias). Por esta razón, parece adecuado empezar ofreciendo un marco 
general que permita entender su nacimiento y desarrollo. 

El tema de la interpretación jurídica y el estudio del razonamiento jurídico han 
sido dos elementos centrales en la doctrina y en la teoría del derecho desde siglo 
XX hasta la actualidad, tanto así que se ha hablado de un giro interpretativo. 
Aunque no sean, en absoluto, temas completamente nuevos, la necesidad de 
evidenciar el rol y las posibilidades ofrecidas por la interpretación jurídica han 
emergido casi naturalmente acompañando el moderno proceso de 
constitucionalización –debido a la introducción de constituciones en los sistemas 
jurídicos, primero como meras declaraciones y después como normas jurídicas-. El 
neoconstitucionalismo forma parte de este proceso histórico y teórico y, aunque 
apareció de manera posterior al propio proceso de constitucionalización, se 
encuentra hoy en pleno florecimiento. La historia del constitucionalismo es muy 
antigua y en este contexto solo se pueden proponer algunas referencias generales 
que permitan trazar un marco general en el cual situar el neoconstitucionalismo. 

Las constituciones modernas, promulgadas después del período 
revolucionario que tuvo lugar en las postrimerías del siglo XVIII, además de ser una 
obra claramente humana elaborada de forma consciente, introducen dos ideas 
fundamentales y fructíferas: una noción única de sujeto jurídico (el ciudadano) y la 
regla del consentimiento (que modifica la idea y percepción de la autoridad). A esto 
se acompaña la declaración de derechos que determina el nacimiento de algún tipo 
de “coto vedado”. La unión de este último con la democracia nos lleva a las 
constituciones de nuestros días, ricas en derechos y densamente pobladas de 
principios. 

Al observar este proceso, se pone ante todo en evidencia la construcción de 
un constitucionalismo de oposición al poder que desarrolla instrumentos de 
protección vertical a través de los derechos de libertad (derechos que nacen contra 
el poder político). Con la posterior introducción y profundización de la democracia, 
sumada al desarrollo y expansión de los derechos “positivos” −es decir, derechos 
que no se entienden como barreras frente poder, sino que se caracterizan como 
pretensión hacia la comunidad (redistribución de la riqueza, derechos y servicios 
sociales)−, el constitucionalismo contemporáneo se transforma en regulativo u 
horizontal (busca regular los pares, es decir, ya no hay un poder separado de los 
ciudadanos contra el cual actuar).  

Bajo esta línea de evolución del constitucionalismo, se fue afirmando 
gradualmente la pretensión de intensificar la implementación real de los derechos 
recogidos en los documentos fundamentales (en particular los derechos positivos). 
Este cambio significó también el desarrollo, por parte de la jurisprudencia, de una 
creciente actitud interpretativa e intervencionista, a través de la cual se presenta 
como un importante actor en el nuevo contexto democrático. Estos orígenes marcan 
las características que juntas darán lugar a la perspectiva neoconstitucionalista. 

El término neoconstitucionalismo fue acuñado para identificar una doctrina filosófica 
acerca del derecho, que surgió al observar cómo unas propuestas teóricas, 
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defendidas por algunos influyentes académicos, se unían evidenciando la necesidad 
de un cambio en la tradicional aproximación positivista al derecho por parte de 
diferentes sectores de la doctrina.  

Se evidenciaba entonces, por una parte, cómo iba tomando gradualmente 
forma y difusión una nueva perspectiva crítica, que hasta el momento no había sido 
propiamente elaborada. Esta corriente heterogénea, difícil de identificar y sin una 
etiqueta que la agrupara, era apoyada por autores que defendían posiciones -en 
muchos aspectos relevantes- muy lejanas entre sí. A pesar de esto, sus propuestas 
teóricas se fueron combinando, ofreciendo la oportunidad de una reconstrucción 
unitaria que daba cuenta de una nueva doctrina (o de una nueva perspectiva hacia 
el derecho), que se oponía explícitamente al positivismo jurídico, al tiempo que  
pretendía apartarse del tradicional iusnaturalismo: el neoconstitucionalismo.  

El término neoconstitucionalismo, a pesar de haber sido pensado en un 
principio para designar una corriente jurídica, pueden asignársele hoy diferentes 
sentidos (Pozzolo, 2001; Comanducci, 2002). Entre estos, dos pueden ser 
considerados como principales.  

A) El termino indica un tipo de ordenamiento jurídico en donde el derecho se 
estructura según una jerarquía que finaliza en la constitución, ubicada en su 
cúspide. Según esta idea, el sistema jurídico se asemeja a una pirámide, aunque la 
razón de su unidad ya no se encuentra (tan solo) en su carácter nomodinámico 
(Kelsen 1960), sino también (y sobre todo) en su carácter nomoestático (Ferrajoli 
2009 y 2009b). Lo que caracteriza a esta constitución es precisamente la inclusión 
de principios que irradian todo el ordenamiento jurídico, determinando su contenido 
semántico. 

B) Otro sentido dado al término neoconstitucionalismo es el que hace 
referencia a una doctrina del derecho, según la cual los principios constitucionales 
se tienen que interpretar haciendo referencia a su contenido moral o a las doctrinas 
morales que ellos transmiten. Según esta posición, la teoría positivista que separa 
claramente entre derecho y moral no funciona, precisamente porque para dar 
sentido a los principios no se puede ignorar su contenido moral (Nino, 1985;1996).  

Estas dos acepciones del término neoconstitucionalismo pueden entenderse 
como los dos sentidos extremos a los que se acercarían de manera gradual los 
diferentes usos del término por parte de la doctrina jurídica. La gran difusión y uso 
del término son muestra de su éxito. Sin embargo, este éxito ha venido acompañado 
por la pérdida de capacidad connotativa.  

Desde un punto de vista descriptivo, como teoría del derecho, la postura 
neoconstitucionalista, y/o el uso de la noción de constitucionalismo, intenta dar 
cuenta del proceso de constitucionalización entendida no tanto como la aprobación 
de una constitución, sino como un proceso a través del cual el contenido de ésta 
permea todo el derecho (sobre constitucionalización cfr. Guastini, 1998). En esta 
dirección se desarrollan estudios sobre la acción de los intérpretes del derecho y del 
razonamiento jurídico de los diferentes actores legales, además de poner al día las 
tradicionales investigaciones acerca de la relación entre normas -y entre estas y los 
principios- en las cuales se analiza si se modifican (y cómo) las jerarquías internas 
entre los elementos del sistema jurídico constitucionalizado. En esta área se 
insertan desde los clásicos estudios de carácter teórico general, hasta los más 
sociológicos. 



SUSANNA POZZOLO                Neoconstitucionalismo 

 

.  

Nº. 11, octubre 2016 – marzo 2017, pp. 142-151. DOI: http://dx.doi.org/10.20318/eunomia.2016.3284 

145 
 

Desde un punto de vista más claramente normativo, como ideología del 
derecho, la postura neoconstitucionalista subraya la subordinación de todo el 
derecho al contenido constitucional. Esta perspectiva se conecta, aunque no 
necesariamente, con la tradición doctrinal del constitucionalismo político en su 
sentido más amplio, entendido como doctrina de la limitación jurídica del poder. De 
este modo, con el modelo de Estado constitucional contemporáneo, dotado de una 
constitución extensa y densa, el constitucionalismo obtiene el resultado querido, 
puesto que finalmente todo el derecho está sujeto al derecho mismo. Sin embargo, 
siguiendo esta dirección, se acentúan sobre todo los elementos sustantivos sobre 
los formales, que se presentan como medios para asegurar la aplicación de un 
derecho sustantivamente justo y no solo legítimo. En esta línea, se disminuye la 
atención hacia los mecanismos de check and balance, mientras que se acentúa el 
interés por los valores insertos en los principios constitucionales que se muestran 
como el baluarte más fuerte en contra de las degeneraciones del poder (Pozzolo, 
2012). Este desplazamiento plantea algunas preguntas sobre el constitucionalismo 
en general, pero una en particular: dado que es difícil negar la variabilidad 
interpretativa y la compatibilidad de varias teorías morales con el dictado 
constitucional, ¿cómo identificar los criterios para contener o limitar la 
discrecionalidad interpretativa del decisor? A este problema se intenta contestar con 
la tesis de la conexión entre moral y derecho. 

El constitucionalismo se caracteriza por proponer varias dicotomías:  1. 
principios vs. reglas; 2. ponderación vs. subsunción; 3. constitución vs. 
independencia del legislador.   

Como se puede ver, cada una de estas tesis necesitaría una entrada 
enciclopédica. Sin embargo, dado que el objetivo de este trabajo es mostrar la forma 
en que se presenta el conjunto de ellas, se hará solo una breve descripción de las 
mismas.  

1. Principios y reglas son diferentes por dos características fundamentales: la 
dimensión del peso y la forma de aplicación. Mientras que el peso caracteriza los 
principios (Dworkin 1984, 1996, 1999; Alexy 1989, 1993, 2004), la forma de 
aplicación “todo o nada” es precisa solo de las reglas. Aunque sobre estas 
distinciones y peculiaridades existe una extensa literatura, es difícil encontrar quien 
defienda una distinción tajante entre los dos tipos de normas. Es más frecuente 
entender que entre los dos tipos de normas se presenta una diferencia de grado. En 
todo caso, para visualizar los dos extremos se pueden reconstruir las reglas como 
normas inmediatamente aplicables y los principios como fuente de reglas (Guastini 
2013). El proceso que nos ocupa en esta primera contraposición es el típicamente 
desarrollado por la jurisprudencia1 que, frente a derechos o principios abstractos y 
que se encuentran en conflicto entre sí (o están indeterminados), necesita una 
“directiva” concreta para definir el caso jurídico: para alcanzar este objetivo se 
recurre a la ponderación. 

2. La ponderación se entiende como la forma adecuada para la aplicación de 
los principios, mientras la subsunción lo seria para las reglas. En particular, sobre el 
tema de la ponderación (o balanceo) hay varias posiciones teóricas o diferentes 
reconstrucciones, razón por la cual reenvío a las entradas específicas. Para lo que 
exige la caracterización del neoconstitucionalismo, se puede resumir estas 
posiciones de manea sintética en varios puntos.  

                                                 
1 Cuando lo hace el legislador ya tenemos una regla para aplicar. 
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El tema se presenta frente a un caso judicial concreto cuando el intérprete (a) 
identifica que los principios que se aplicarían al caso son plurales y en cierta medida 
contradictorios. Para proceder a regular el caso, (b) se necesita algún tipo de 
“sistematización” del derecho, cosa que involucra unas elecciones sustantivas. Para 
proceder, el intérprete pondera o balancea los principios, los pesa o atribuye un 
grado de importancia y construye así una jerarquía de valor, de modo que el 
principio que ha obtenido el peso mayor será aplicado o tendrá un rol central en la 
determinación de la regla que definirá el caso. La antinomia entre los principios se 
puede reconstruir como momentánea, de modo que no conduce a la expulsión del 
principio con menor peso, el cual sencillamente se entenderá precedido en el caso 
concreto y conservará su plena fuerza para ser ponderado en otros casos. De esta 
manera se entiende que (c) la jerarquía establecida se da para las circunstancias 
concretas, dado que el juicio resuelve un caso determinado y la jerarquía definida se 
limita a estas circunstancias. Sin embargo, dependiendo de los distintos contextos 
institucionales, se pueden producir reglas abstractas para casos futuros. Un ejemplo 
de esta última transformación se encuentra, típicamente, en la regla que soluciona el 
conflicto entre libertad de expresión y tutela del honor. Para resumir, en el proceso 
de ponderación entre los principios que evalúa las normas aplicables al caso, el juez 
establece una nueva jerarquía momentánea que se aplicará al caso concreto y a 
una clase de casos futuros.  

3. En este esquema es evidente el rol central desempeñado por la 
constitución, particularmente por sus principios y derechos, que constituyen los 
elementos sustantivos para evaluar la validez de todas las normas infra-
constitucionales. La supremacía constitucional determina entonces un cambio en la 
figura misma del legislador moderno, ya que éste no es libre de determinar normas 
según su voluntad y suprema autoridad, sino que se encuentra sujeto él mismo a la 
constitución. Bajo la perspectiva neoconstitucionalista, esto no solo implica que cada 
decisión legislativa sea o pueda ser evaluada a la luz de la constitución, sino 
también que el legislador tenga la tarea de implementar y desarrollar su contenido. 
Una constitución rica en principios tiene mucho más que decir de lo que 
explícitamente establece, puesto que representaría un puente entre moral y derecho 
que acaba sustantivando el sistema jurídico entero. Esto quiere decir que el 
legislador ya no puede decidir algo con base en sus meras razones políticas, sino 
que tiene que obedecer las exigencias constitucionales. La actividad legislativa se 
vuelve “administrativa”: la legislación tiene que dar aplicación a los principios de la 
constitución; sin embargo, para este fin parece necesaria una doctrina de la 
constitución, puesto que no hay una relación biunívoca entre disposición y norma, y 
hay más de una doctrina compatible con el dictado constitucional entre las que debe 
elegir el intérprete (Celano, 2013). 

Para limitar la discrecionalidad que parecería emerger de todo esto, se han 
propuesto varias explicaciones de cómo se determinaría la “incorporación” de la 
moral en el derecho. Antes de tratar este tema es importante recordar y subrayar 
que otra característica del neocostitucionalismo es también el rol fundamentalmente 
activo desarrollado por la jurisprudencia, en particular la constitucional, aunque no 
exclusivamente. Efectivamente, otra característica central de los sistemas jurídicos 
contemporáneos (además de los derechos y del criterio del consenso) se encuentra 
en la idea de la revisión judicial de las leyes y en la necesaria y constante defensa 
del carácter supraordenado de la constitución, lo que requiere entonces un control 
continuo sobre el trabajo del legislador.  

Esto implica que la función judicial represente un fuerte factor de 
constitucionalización del ordenamiento jurídico, ya que la implementación de los 
principios y de los derechos se desarrolla en una cooperación entre legislación y 



SUSANNA POZZOLO                Neoconstitucionalismo 

 

.  

Nº. 11, octubre 2016 – marzo 2017, pp. 142-151. DOI: http://dx.doi.org/10.20318/eunomia.2016.3284 

147 
 

jurisdicción – no exclusivamente constitucional, puesto que todos los jueces están 
llamados a interpretar el texto fundamental y sus principios con interpretaciones 
“conformes” (Guastini, 2013). De esta modalidad interpretativa y aplicativa se deriva 
un proceso en el cual la constitución permea o impregna el sistema jurídico en su 
totalidad. El ordenamiento constitucionalizado acaba reduciendo o eliminando todas 
las áreas políticas donde el legislador puede elegir libremente, porque cualquier 
materia es ahora justiciable bajo los principios constitucionales. Por un lado, ya no 
hay una simple political choice. Por el otro, esta situación viene acompañada por el 
riesgo de una creciente politización de la magistratura.  

La perspectiva neoconstitucionalista en alguna medida desactiva el problema de la 
definición del derecho que divide positivismo y iusnaturalismo. Ya no tiene sentido 
discutir si la moral influencia el derecho, puesto que claramente el derecho hace uso 
términos morales e incorpora ideologías. La pregunta pasa a ser: ¿qué tipo de papel 
y qué efectos tiene la moral en el derecho? Dado que muchos principios (de origen 
moral) forman parte de la Constitución, ¿tienen estos un papel en la identificación 
del derecho? 

Para el neoconstitucionalismo, la constitución es la carta de valores de la 
comunidad social y política, razón por la cual hay varias conexiones entre derecho y 
moral. Aunque con diferente intensidad, quien adopta una ideología 
neoconstitucionalista normalmente subraya su oposición directa con la postura 
positivista, con su tesis de las fuentes sociales del derecho y su división entre los 
ámbitos de lo normativo. Esto, sin embargo, no lleva a sostener una imposibilidad 
descriptiva. Más bien al contrario, se considera que la moral puede ser también 
conocida, toda vez que se suponga posible una lectura y discusión racional en el 
ámbito de ésta. Es preciso advertir que el debate en la mayoría de los casos no 
esclarece de qué moral se habla, dando con frecuencia lugar a la equivocación 
según la cual existe una moral objetiva que se puede conocer como un hecho 
natural. Claramente (y demasiado sucintamente), la moral de que se puede discutir 
razonablemente es la moral crítica y la moral social es la que es posible describir.  

Con las necesarias precauciones, entonces, se puede decir que la práctica 
del derecho también hace uso de argumentos y razones morales, lo que para unos 
conlleva la incorporación de la moral en el derecho (Moreso, 2009; 2001) –una de 
las morales críticas, probablemente− y para otros, en cambio, se trata de algo 
distinto (Raz, 1972; 1979), por ejemplo, se puede reconstruir como un reenvío 
externo. 

Aunque persiste el debate acerca de si se da una conexión y (en caso de 
que así sea) de qué tipo, entre derecho y moral(es), parece difícil negar que exista 
una conexión contingente, al menos con alguna moral positiva. Sin embargo, 
muchos neoconstitucionalistas no entran en este terreno, sino que parten de la 
incorporación de principios morales a la constitución, con la que afirman que se ha 
dado entrada a la moral en el derecho. Esta incorporación implicaría la necesidad de 
interpretar las normas constitucionales (y con eso todo el derecho) con “gafas 
morales”.  

Es importante precisar en qué sentido se utiliza el término moral, con el 
objeto de evitar malentendidos en la discusión. En lo que concierne a la moral, la 
postura neoconstitucionalista se mueve entre dos opciones: o bien, (a) sostiene que 
los valores morales son objetivos y cognoscibles -se podría decir, a mi juicio, que se 
asemejan al derecho natural, donde la moral es eterna y universal, y el derecho 
tiene que conformarse a ella para merecer el titulo de tal, ya que en caso contrario 
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no se consideraría derecho. O bien, (b) el contenido de los valores morales es 
contingente. Si es así, entonces pueden coincidir con lo que viene atribuido 
socialmente y/o con el contenido de una moral critica alrededor de la cual unos 
sabios están de acuerdo (un ideal hacia el cual dirigirse). En los dos casos 
atribuidos a la segunda opción: la moral seria contingente, dependiente de las 
creencias de los intérpretes, cambiante e históricamente determinada. 

Con independencia de la opción que se elija, el interés por los aspectos del 
tema moral y de la justicia, ligado al fenómeno de la constitucionalización del 
derecho, ha exigido importantes estudios acerca del razonamiento judicial y también 
de la argumentación jurídica (Atienza, 2006; 1996; Atienza y Ruiz Manero, 1991). En 
esta línea pueden ubicarse también buena parte de las estrategias que se van 
desarrollando en el ámbito educativo hacia las nuevas generaciones y no solo en lo 
que se refiere a la formación de los juristas -para los que ya es evidente que tendrán 
que enfrentarse con grandes desafíos culturales, sociales, políticos y económicos en 
el futuro próximo, para lo que necesitarán tener extraordinarias habilidades de 
razonamiento y argumentación-.  

Otro modo de abordar la conexión entre moral y derecho es considerar el 
derecho inervado por una necesaria pretensión de justicia (Alexy, 2004). Esto no 
implica una visión iusnaturalista que niega la calificación de “derecho” a la norma 
injusta (como podría ser si se tomase el sentido a) antes descrito), sino que se 
insiste en que cuando se atribuye a una norma la calificación de derecho se sugiere 
también la justicia de su contenido y del comportamiento indicado, al menos prima 
facie. Un modo distinto de acercarse a este fenómeno podría ser también la 
discusión en torno a la opacidad de las razones subyacentes a las normas (por 
ejemplo Raz, Schauer, 1991; Bayón, 1996; Atienza y Ruiz Manero, 1991; Redondo, 
2005; Moreso, 2014), puesto que el calificativo de “derecho” lleva una carga positiva 
que presupone que no se necesita la ponderación de las razones que han 
determinado la norma, es decir, hay una especie de prejuicio positivo hacia el 
derecho.  

La conexión entre derecho y moral lleva también al discurso 
constitucionalista a una dirección más directamente practica: sin aceptar totalmente 
la norma Lex iniusta non est lex, el neoconstitucionalismo exige al jurista asumir un 
fuerte compromiso moral y una actitud abiertamente crítica o, al menos, de clara 
oposición a las normas injustas establecidas por el legislador. Esto exige desarrollar 
doctrinas adecuadas al cambio normativo e implica también que, a través de 
instrumentos interpretativo-retóricos-argumentativos, alguien como un juez pueda 
intervenir y modificar las reglas establecidas por un legislador que no se atiene a los 
preceptos constitucionales. 

En el debate acerca de la conexión entre derecho y moral, en el marco del 
neoconstitucionalismo, se han desarrollado distintas posiciones teóricas tanto 
acerca del concepto mismo de moral, como sobre el tipo de conexión que se da 
entre estos dos órdenes normativos. De esta manera, dentro del mismo 
constitucionalismo se encuentran y conviven diversas posturas que se distancian 
entre sí en diverso grado. Esto demuestra, en mi opinión, cómo la preocupación por 
la justicia y su relación con el derecho, es un núcleo temático central que supera las 
diferencias teóricas.  

La difusión del neoconstitucionalismo ha sido extraordinaria porque ha captado unas 
exigencias reales en nuestras sociedades y ha ofrecido un nombre a algo que ya 
existía.  
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A partir de los años que siguieron a la segunda guerra mundial, el creciente 
interés y fuerza reconocidas a los derechos, a través de constituciones y 
documentos internacionales, junto a la exigencia de reencontrar un modo para 
hablar racionalmente o razonablemente de justicia, han sido elementos no poco 
relevantes del giro interpretativo tomado por el derecho.  

Aunque la perspectiva neoconstitucionalista encuentra sus raíces en Europa, 
con la emanación de las constituciones de la segunda posguerra y en el trabajo de 
los tribunales alemán e italiano en un primer momento, su formulación a finales del 
siglo pasado encaja convenientemente con el cambio institucional que durante el 
mismo período se fue desarrollando en América Latina. Las citadas exigencias de 
justicia que emergieron desde Latinoamérica a partir de los años noventa del siglo 
pasado, provocaron la adopción de un gran número de constituciones extensas, 
ricas en derechos y principios. No obstante, frente a una normativa prometedora, la 
inactividad de un legislador que no implementaba, o no lo hacía tan rápidamente, las 
disposiciones fundamentales en ella contenidas, ha exigido una actitud activista por 
parte de quienes podían interpretar directamente los principios superiores: los 
jueces constitucionales. Estos tribunales, en diferente medida, han encontrado en la 
perspectiva neoconstitucionalista la posibilidad de desplegar una “política” expansiva 
y afirmativa de los derechos fundamentales, trabajando en la dirección de su 
fortalecimiento y protección a través de la interpretación de la constitución. Al trabajo 
de estos órganos se ha sumado con el tiempo el aporte de la Corte Interamericana 
de Derechos Humanos. 

Para terminar, es preciso señalar cómo la difusión del término 
“neoconstitucionalismo” −sin dejar de lado su apoyo a las argumentaciones dirigidas 
a satisfacer las necesidades políticas de estabilidad y justicia−, debido al aumento 
de su potencialidad denotativa –que le ha llevado a denominar varios “objetos”, 
quizás no siempre coherentes entre ellos-, ha implicado una disminución de su 
capacidad connotativa, llegando a abarcar un gran número de casos y terminando 
por convertirse en un término “paraguas” para perspectivas anti-positivistas 

Sin embargo, el termino ha adquirido también un uso significativo para una 
perspectiva de análisis y de crítica que se puede reconstruir como 
metodológicamente positivista, marcando un momento importante de toma de 
conciencia política y teórica sobre las potencialidades de las constituciones de 
nuestro tiempo, extensas y ricas en derechos y principios. Como muestra el debate 
acerca del “nuevo constitucionalismo”, del “constitucionalismo popular” y también 
alrededor de la forma política democrática, el “siglo de los derechos” −como lo había 
llamado Norberto Bobbio− aún no ha terminado (pese a las muchas y persistentes 
dificultades). Sigue siendo fuerte la atención general hacia los derechos humanos y 
fundamentales, así como la pretensión de lograr fortalecer la dignidad de toda la 
humanidad a través del derecho. 
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